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MINISTERIO DE HACIENDA

DIRECCIÓN GENERAL DE LA TRIBUTACIÓN

ÓRGANO DE NORMALIZACIÓN TÉCNICA

San José,  16 de abril de 2001

                                                       Disposición general   01-2001

      Asunto: Publicación Lista de morosos

Señor 

Municipalidad de 

Presente

Estimado señor:

El Órgano de Normalización Técnica, en uso de las facultades otorgadas  por el artículo 12 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, sus reformas y Reglamento y con el fin de optimizar la administración del impuesto que rige la materia,  le envía la presente disposición en relación  a la publicación de la lista de morosos, establecida en el art. 27 del cuerpo legal indicado.

Hemos recibido varias consultas de municipalidades respecto a la forma, responsabilidades legales y económicas que conllevaría para el ente municipal, efectuar una publicación de los morosos del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, pues temen rozar con ello, con la garantía constitucional del derecho a la intimidad, al secreto de las comunicaciones y la confidencialidad de la información, por tanto, nos permitimos analizar el tema a la luz del ordenamiento jurídico del país, entre ellos: Constitución Política de Costa Rica,  Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, Código de Normas y Procedimientos Tributarios, dictámenes de la Procuraduría General de la República y doctrina al respecto.

La Ley 7509 y sus reformas, establece lo siguiente en su artículo 27 y en el 46 del reglamento:

"Artículo 27.- Lista de Morosos.  El valor de las propiedades es público.  Cada municipalidad podrá publicar, trimestralmente, la lista de los contribuyentes que se encuentren en mora."

"Artículo 46.- Lista de morosos.  Queda autorizada la municipalidad de conformidad con el artículo 27 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles para publicar en forma trimestral en cualquier medio de comunicación, la lista de los contribuyentes, sin excepción alguna, que se encuentren en mora.  Esta lista debe contener al menos los dos apellidos (si los hubiere) nombre y cédula."

Por tanto, resulta claro que el ordenamiento jurídico permite sacar a la luz pública, las cuentas morosas de los contribuyentes de las municipalidades en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, pues la morosidad no está cubierta por la garantía del articulo 24 constitucional  "Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones." , por lo cual resulta aplicable lo establecido en el artículo 30 de nuestra Carta Magna:

"Artículo 30.- Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público.  


Quedan a salvo los secretos de Estado."

Y siendo la morosidad, el retardo o incumplimiento de las obligaciones  "…y que el organismo público tiene el deber de realizar todas las acciones necesarias para exigir el cumplimientos de las obligaciones que existen a su favor, máxime si esas obligaciones se refieren a fondos públicos." (Dictamen de la Procuraduría General de la República C-174-2000).  Además, la morosidad municipal, deviene en interés público, pues afecta la calidad total de los servicios, el cumplimiento de los fines, los servicios públicos y hasta la estabilidad financiera del municipio  y la economía del país, ya que generalmente son de gran magnitud y su costo financiero es grande.

Resulta necesario acotar que el papel del ciudadano actual ha cambiado, es más activo, evalúa los resultados y requiere rendición de cuentas de los gestores públicos,  lo cual es altamente conveniente en un Estado  democrático como el nuestro, pues se concretiza la democracia participativa, el ejercicio de derechos fundamentales, para que haya una administración legal y honesta, ya que si existe la obligación constitucional de contribuir a los gastos públicos, art. 18 constitucional, también existe la contrapartida de control de la función pública y evaluación de resultados, exceptuando únicamente los aspectos relativos a los secretos de Estado y asuntos confidenciales así declarados por ley.

Consecuentemente, al establecer la Ley 7509 sus reformas y reglamento, en forma taxativa, en su art. 27 y 46 respectivamente, la posibilidad de publicar una "Lista de Morosos", en relación a los deudores del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, y no teniendo el carácter de confidencialidad así declarado por ley; las deudas en este tributo, resultan de interés público, tratamiento que incluso le dio el legislador en la ley que rige la materia y al tenor del art. 30 constitucional, no puede objetarse la publicación, excepto que la deuda se encuentre satisfecha y su publicación resulte con error, por ello es indispensable que al confeccionar dicha lista, se tenga la seguridad de la condición de moroso del contribuyente.

Dicha lista de morosos, deberá contener: encabezado indicando el impuesto de referencia, nombre del contribuyente, número de cédula ó de pasaporte u otro, periodo (s) moroso (s), monto adeudado por periodo.   Asimismo, indicar que la suma correspondiente por intereses, se calculará al momento de efectuar la cancelación correspondiente.  

Y como lo establece el dictamen de la Procuraduría General de la República N° C-217-2000:


"Cuando el funcionario público actúa apegado al bloque de legalidad y observando las normas elementales que hemos señalado, existe un alto grado de certeza de que la Administración Pública no incurrirá en responsabilidad administrativa, aunque siempre está el riesgo de la responsabilidad administrativa por actividad lícita de la Administración."

En conclusión, 

1.- La morosidad en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, es un asunto de interés público.

2.- Existe una norma en la  ley que rige la materia, que reconoce el derecho a la publicación de la morosidad.

3.- El artículo 30 constitucional ampara la actuación de la publicación.

4.- Resulta jurídicamente procedente la publicación de la "Lista de Morosos", en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

Hasta otra oportunidad,

M.B.A. Marietta Montero Zúñiga                               

              Directora                                                      

Cc/Lic. Adrián Torrealba Navas, Director General

     Lic. Luis A. Polinaris Vargas, Director Registro Nacional

     Lic. Luis Rodríguez Picado, Presidente Tribunal Fiscal Administrativo

     Licda. Jenny Phillips, Defensoría de los Habitantes

     División Asuntos Jurídicos, Contraloría Gral. De la República

     Lic. Juan Luis Montoya C., Procuraduría Gral. de la República

     Licda. Yamileth Vega H., Digesto Tributario     

